
ADMINISTRACION 

DE JUSTICIA 

T.S.J.CASTILLA-LEON SALA SOCIAL 1 

BURGOS 

SENTENCIA: 00225/2022 

RECURSO DE SUPLICACIÓN Num.: 60/2022

Ponente Ilma. Sra. Dª. María José Renedo Juárez 
Secretaría de Sala: Sra. Carrero Rodríguez 

Señores: 

SALA DE LO SOCIAL 
DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE 

CASTILLA Y LEÓN- BURGOS 

SENTENCIA Nº: 225/2022

Ilma. Sra. Dª. María José Renedo Juárez 
Presidenta 
Ilmo. Sr. D. Carlos Martínez Toral 
Magistrado 
Ilmo. Sr. D. Jesús Carlos Galán Parada 
Magistrado 

En la ciudad de Burgos, a treinta de Marzo de dos mil veintidós. 

En el recurso de Suplicación número 60/2022 interpuesto por DOÑA 
frente a la sentencia dictada por el 

Juzgado de lo Social nº 2 de Burgos, en autos número 10/2020, seguidos a 
instancia de la recurrente, contra INSTITUTO NACIONAL DE LA 
SEGURIDAD SOCIAL y TESORERÍA GENERAL DE LA SEGURIDAD 
SOCIAL, en reclamación sobre Invalidez. Ha actuado como Ponente la lima.
Sra. Doña María José Renedo Juárez que expresa el parecer de la Sala.

ANTECEDENTES DE HECHO 
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PRIMERO.- En el Juzgado de lo Social de referencia, tuvo entrada 
demanda suscrita por la parte actora en la que solicita se dicte sentencia en 
los términos que figuran en el suplico de la misma. Admitida la demanda a 
trámite y celebrado el oportuno juicio oral, se dictó sentencia con fecha 6 de 
Octubre de 2021 cuya parte dispositiva dice: "FALLO.- Que DESESTIMO la 
demanda interpuesta por frente 
a INSTITUTO NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL DIRECCIÓN 
PROVINCIAL DEL INSS, TESORERIA GENERAL DE LA SEGURIDAD 
SOCIAL, y ABSUELVO a la parte demandada de los pedimentos de la 
demanda." 

SEGUNDO.- En dicha sentencia, y como hechos probados, se 
declaraban los siguientes: PRIMERO.- La actora 

con NASS con 
se encuentra dada de alta en el Régimen especial de la SS de los empleados 
de hogar. Ultima profesión empleada de hogar cuidadora interna con 
funciones: cuidado y atención de persona asistida y con demencia con 
funciones: se encarga de levantarla de la cama, asearla, bañarla asistirla al 
baño, acostarla y trasladarla dentro y fuera del domicilio en sus actividades 
personales o revisiones médicas. SEGUNDO Con fecha 25-07-2019 se 
solicita por la hoy actora prestación por incapacidad permanente, que es 
denegada por Resolución del INSS de 30.08 2019 :POR NO ALCANZAR, LAS 
LESIONES QUE PADECE, UN GRADO SUFICIENTE DE DISMINUCION DE 
SUCAPACIDAD LABORAL, PARA SER CONSTITUTIVAS DE UNA 
INCAPACIDAD PERMANENTE, SEGUN LO DISPUESTO EN EL ARTICULO 
194 DE LA LEY GENERAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL, APROBADA 
PORREAL DECRETO LEGISLATIVO 8/2015, DE 30 DE OCTUBRE (BOE 
31/10/15), EN RELACIÓN CON EL ARTICULO 193.1 DE LA MISMA 
DISPOSICIÓN. POR NO REUNIR EL PERIODO MÍNIMO DE COTIZACIÓN 
EXIGIDO PARA CAUSAR PENSIÓN DE INCAPACIDAD PERMANENTE, 
SEGUN LO ESTABLECIDO EN EL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTICULO 
195.3 Y EN LA DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA DE LA LEY GENERAL 
DE LA SEGURIDAD SOCIAL, APROBADA POR REAL DECRETO 
LEGISLATIVO 8/2015, DE 30 DE OCTUBRE (BOE31/10/15)., TERCERO.- De 
acuerdo con el informe del EVI de fecha 29-08-2019 que constituye la base de 
la Resolución impugnada la trabajadora está afecta a las siguientes 
patologías: Cuadro clínico residual. Síndrome SJGREN PRIMARIO. 
OBESIDAD .ARTROMIALGIAS INSESPECIFICAS EN CONEXTO 
FIBROMIALGIA ESPONDILOARTROSIS LUMBAR APLASTAMIENTO( 
TRAUMÁTICO) DE L 1. Limitaciones ORGÁNICAS Y FUNCIONALES: 
Síndrome SJGREN ACTUALMENTE ESTABILIZADO Y SIN CRITERIOS DE 

ACTIVIDAD. DOLOR MÚSCULO ESQUELÉTICO GENERALIZADO EN EL 
CONTEXTO DE SDM de FIBROMIALGIA, BA CONSERVADO , NO HAY 
ARTRITIS DOLOR LUMBAR POR ESPONDILOATROSIS Y ACUÑAMIENTO 
DE CUERPO VERTEBRAL*lnterpuesta reclamación previa resultó 
desestimada. CUARTO.- La trabajadora ha cotizado durante 15 años en su 
país de origen Bulgaria (f 93 y 95 del ex admitivo).( doc nº3, 4 y 5 ramo de 
prueba actora). QUINTO.- La base reguladora mensual que resulta para una 
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eventual prestación de incapacidad permanente absoluta o total derivada de 
ENFERMEDAD COMÚN asciende a 352€ y fecha de efectos 29 de agosto 
de 2019. SEXTO.- Se emite Informe pericial del Doctor 

( doc nº 1 ramo de prueba parte actora) con el resultado que se 
da por reproducido. 

TERCERO.- Contra dicha sentencia, interpuso recurso de Suplicación 
Dª Elevados los autos a este Tribunal y 
comunicada a las partes la designación del Ponente, le fueron, a éste, 
pasados los autos para su examen y resolución por la Sala. 

CUARTO.- En la resolución del presente recurso se han observado, en 
sustancia, las prescripciones legales vigentes. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

PRIMERO.- Se formula demanda en reclamación de IPT y la sentencia 
de instancia desestima la demanda sobre el grado de invalidez y recurre el 
actor al amparo del artículo 193 B y C de la LRJS alegando infringido el art 
194.4 de la LGSS. 

Esta Sala ya se ha pronunciado en anteriores ocasiones sobre los 
requisitos de prosperabilidad del motivo revisor que aquí examinamos, y en 
concreto, la doctrina jurisprudencia! y de suplicación nacida de la interpretación 
de la norma contenida en el apartado b) del artículo 193 y en el apartado d) del 
artículo 205 -ambos del vigente TRLPL - exige para el progreso de la 
pretensión de modificación del relato fáctico de la sentencia de instancia los 
siguientes requisitos: 

a) Solamente puede solicitarse la revisión de hechos probados en base
a prueba documental, que obre en autos, (ya por haber sido aportada en la 
instancia, bien porque haya llegado a ellos en base al mecanismo especial 
contemplado en el artículo 231 ), practicada, dice la Ley, o pericial practicada 
en la instancia. 

b) Existencia de error en la apreciación del juzgador de instancia que
debe ser concreto, evidente y cierto, y debe advertirse sin necesidad de 
conjeturas, hipótesis o razonamientos, ni puede basarse en documentos o 
pericias a las que se hayan opuesto documentos o pericias por la otra parte, 
precisándose, por ello, de una actividad de ponderación por parte del juzgador, 
sin que, tampoco, sea admisible la alegación de prueba negativa, aquella que 
entiende insuficiente el medio de prueba en que el juzgador apoya su 
declaración. 

c) Que el hecho cuya modificación se pretende sea trascendente en el
fallo, es decir ha de servir de soporte al motivo jurídico que alterará el 
pronunciamiento. 

d) Proposición de un texto alternativo a la redacción cuya modificación
se pretende. 

Como dice la sentencia del Tribunal Supremo, Sala 4ª, de 25 de enero 
de 2005, constante doctrina de esta Sala expresiva de que la revisión de 
hechos probados -de singular importancia, en cuanto la resultancia fáctica 
constituye la base indispensable para el examen del derecho aplicable- exige 
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Incluso declara esa doctrina jurisprudencia! que no basta que el recurso 
cite la disposición legal conculcada si contiene diversos artículos, sino que es 
preciso que se señale el específico precepto que se entiende vulnerado, y si el 
precepto contiene varios apartados resulta igualmente indispensable señalar 
expresamente cuál de ellos se reputa infringido. Señalamos lo anterior porque 
la parte recurrente se ha limitado a citar los preceptos que entiende infringidos 
por el Magistrado de instancia en la sentencia recurrida pero sin llegar a 
argumentar y razonar porque los entiende indebidamente aplicados , máxime 
cuando son los mismos preceptos en los que aquel se basa para desestimar la 
demanda. 

El Tribunal Constitucional ha venido entendiendo que los requisitos y 
presupuestos establecidos por las leyes para recurrir han de ser interpretados 
y aplicados teniendo en cuenta la efectividad del derecho constitucional en el 
que tienen su razón de ser, y por ello, atendiendo a su finalidad. 

De modo que la mayor o menor severidad en la exigencia de los 
mismos guarde proporción de medio a fin, evitándose interpretaciones 
rigoristas que no se correspondan con la finalidad de la exigencia legal, y, 
dentro de esta doctrina, se ha enmarcado el control sobre las decisiones 
judiciales de inadmisión del recurso de suplicación fundadas en un 
incumplimiento de los requisitos formales legalmente establecidos ( STC 18/93 
, 294/93 , 256/94 ). 

El artículo 196 de la LRJS exige, ciertamente, que en el escrito de 
interposición del recurso se expresen, con suficiente precisión y claridad, el 
motivo o los motivos en que se ampare, debiendo en el caso de impugnación 
fáctica, señalar los medios de prueba, que pongan en evidencia el error del 
Juzgador, ya que la valoración de la prueba corresponde al Juzgador, 
citándose, asimismo, las normas del ordenamiento jurídico (derecho positivo o 
sustantivo) o la jurisprudencia que se consideren infringidas. Precepto que, 
como se dijo es acorde con el artículo 24.1 de la Constitución en cuanto 
persigue que el contenido del recurso -la pretensión o pretensiones formuladas 
en éste y su fundamentación- sea conocido por la otra parte, que pueda así 
debidamente defenderse, y por el órgano judicial, que ha de tener pleno 
conocimiento del "thema decidendi", para resolver congruentemente. 

De acuerdo con estas premisas, el Tribunal Constitucional también 
tiene establecido que al enjuiciar el cumplimiento de los requisitos de admisión 
del recurso de suplicación, debe tenerse presente que éste no es un recurso 
de apelación ni una segunda instancia sino un recurso de naturaleza 
extraordinaria, de objeto limitado, en el que el Tribunal ad quem no puede 
valorar ex novo toda la prueba practicada ni revisar el derecho aplicable sino 
que debe limitarse a las concretas cuestiones planteadas por las partes. El 
carácter extraordinario del recurso de suplicación justifica la exigencia de estos 
requisitos procesales aunque lo relevante "no es la forma o técnica del escrito 
de recurso, sino su contenido" y que "desde esta perspectiva, resulta obligado 
concluir que el órgano judicial, según una interpretación flexibilizadora y 
finalista de las normas disciplinadoras del recurso, no debe rechazar ab límine 
el examen de su pretensión por defectos formales o deficiencias técnicas, 
cuando el escrito correspondiente suministra datos suficientes para conocer, 
precisa y realmente, la argumentación de la parte" (TC 18/93 ). 
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Por lo expuesto, en nombre del Rey y por la autoridad conferida por el 
pueblo español, 

FALLAMOS 

Que debemos estimar y estimamos el recurso de Suplicación 
interpuesto por frente a la sentencia 
de que dimana el presente rollo, de fecha 6 de Octubre de 2021, dictada por el 
Juzgado de lo Social nº 2 de Burgos, en autos número 10/2020, seguidos a 
instancia del recurrente, contra INSTITUTO NACIONAL DE LA SEGURIDAD 
SOCIAL y TESORERÍA GENERAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL, en 
reclamación sobre Invalidez y, en su consecuencia, debemos revocar y 
revocamos la sentencia dictada, declarando al actor afecto de una IPT por 
Enfermedad Común para su profesión habitual de Empleada de Hogar 
Cuidadora persona asistida con derecho a percibir una pensión del 75% de 
una BR de 352 euros y efectos de 29-8-2019 mas revalorizaciones, 
condenando a las partes a estar y pasar por esta declaración y a hacerla 
efectiva. SIN COSTAS. 

Notifíquese la presente resolución a las partes y a la Fiscalía del 
Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León en la forma prevenida en el 
artículo 97 de la L.R.J.S. y 248.4 de la L.O.P.J. y sus concordantes, 
haciéndoles saber que contra esta resolución cabe recurso de Casación para 
la Unificación de Doctrina para ante el Tribunal Supremo, significándoles que 
dicho recurso habrá de prepararse ante esta Sala en el plazo de los DIEZ 
DIAS siguientes a la notificación, mediante escrito ajustado a los requisitos 
legales contenidos en los artículos 220 y 221 de la L.R.J.S., con firma de 
Abogado o de Graduado Social Colegiado designado en legal forma conforme 
al art. 231 de la citada Ley. 

Se deberá ingresar como depósito la cantidad de 600 € conforme a lo 
establecido en el artículo 229.1.b de la L.R.J.S., asimismo será necesaria la 
consignación por el importe de la condena conforme a los supuestos previstos 
en el art. 230 de la mencionada Ley, salvo que el recurrente estuviera exento 
por Ley o gozare del beneficio de justicia gratuita. 

Dichas consignación y depósito deberán efectuarse en la cuenta 
corriente de esta Sala, bajo la designación de Depósitos y Consignaciones, 
abierta en la Entidad Bancaria Santander, cuenta nº ES55 0049 3569 9200 
0500 1274, en cualquiera de sus sucursales, incluyendo en el concepto los 
dígitos 1062.0000.65.0060.22 

Se encuentran exceptuados de hacer los anteriormente mencionados 
ingresos, los Organismos y Entidades enumerados en el punto 4 del artículo 
229 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social. 
Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos. 
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